República de El Salvador[image: ]
CONTRIBUCIONES SOBRE LA CUESTIÓN DE LAS MINORÍAS 

El Estado de El Salvador se refiere a la comunicación recibida por el Relator Especial, en la cual se solicitan contribuciones a los Estados para la elaboración de su informe, el cual será presentado en la 79a Asamblea General sobre las disposiciones institucionales sobre la cuestión de minorías,

Al respecto, se presenta información sobre las medidas concretas y prácticas adoptadas a nivel nacional mediante las siguientes áreas:

· ¿Considera que en su país se tienen debidamente en cuenta los intereses de las personas pertenecientes a grupos minoritarios? 

En El Salvador, se fomenta activamente un ambiente de inclusión, reflejando el compromiso del país por asegurar que todos los individuos, independientemente de su origen étnico, religión o situación socioeconómica, disfruten de un acceso equitativo a los derechos y oportunidades. Esta postura inclusiva se extiende especialmente a los pueblos indígenas, la población afrodescendiente, las personas con discapacidad, adultos mayores, entre otros. En ese sentido, el Estado Salvadoreño implementa políticas y programas destinados a proteger sus derechos, fomentar su participación activa en la sociedad y proporcionarles los servicios y apoyos necesarios para su bienestar y desarrollo integral. 

En razón de lo anterior, en lo que respecta a los pueblos indígenas, el reconocimiento constitucional en el artículo 63 representa un hito significativo en el compromiso del país hacia la preservación y el desarrollo de su identidad cultural y étnica. Este reconocimiento no solo establece una base legal para la protección de los derechos de los pueblos indígenas, sino que también refleja un reconocimiento más amplio de su importancia en la historia y la sociedad salvadoreña.

Además, la existencia de un capítulo dedicado a los derechos indígenas en la Ley de Cultura[footnoteRef:1] demuestra un esfuerzo concreto por parte del Estado para garantizar la protección y promoción de estos derechos en el ámbito legislativo. Las ordenanzas municipales que recogen los derechos de los pueblos indígenas a nivel local son un ejemplo de cómo se están llevando a cabo acciones a nivel comunitario para garantizar su reconocimiento y participación en la vida pública. De igual manera, la implementación de una Política Nacional de Pueblos Indígenas refleja un compromiso institucional más amplio para abordar las necesidades específicas de estas comunidades de manera integral con el pleno respeto a sus costumbres y cultura. Esta política no solo reconoce los derechos de los pueblos indígenas, sino que también busca promover su participación activa en la toma de decisiones y el desarrollo de políticas que afecten sus vidas. [1:  Ley de Cultura Decreto Legislativo No. 442 https://oibc.oei.es/uploads/attachments/202/Ley_de_cultura_el_salvador.pdf ] 


[bookmark: _GoBack]En cuanto a la población afrodescendiente, las acciones desarrolladas por Ministerio de Cultura son un paso importante hacia la visibilización y el reconocimiento de su herencia cultural y contribuciones a la sociedad salvadoreña. Al respecto, se instituyó el 31 de agosto como el Día Internacional y Nacional de la Población Afrodescendientes, con el propósito de fomentar el respeto, la protección y la plena realización de los derechos humanos y libertades fundamentales de esta comunidad.

Además, en el contexto de su compromiso con la equidad y el bienestar de todos los sectores de la sociedad, El Salvador ha demostrado un claro enfoque en la protección y promoción de los derechos de las personas adultas mayores. Reconociendo la importancia de este grupo demográfico y su contribución al tejido social, el país ha implementado una serie de políticas y normativas específicas destinadas a salvaguardar su dignidad, mejorar su calidad de vida y fomentar su participación activa en la comunidad

Como base a ello se ha llevado a cabo la promulgación de la ley Especial para la Protección de los Derechos de la Persona Adulta Mayor en 2021 representa un avance significativo en la protección legal de este segmento demográfico, la cual establece un conjunto de disposiciones destinadas a salvaguardar la dignidad, integridad y derechos de las personas adultas mayores en diversos ámbitos de la vida social y legal. De igual manera, como estrategia de implementación de la Ley Especial, el CONAIPAM realiza esfuerzos de formación y sensibilización para garantizar la correcta aplicación de dicha normativa.

Además, El Salvador cuenta con la Política Nacional para la Atención Integral a la Persona Adulta Mayor, establecida en 2017, la cual proporciona un marco estratégico para abordar las necesidades de este grupo de manera holística. Esta política incluye medidas dirigidas a mejorar la atención médica, promover la participación social y garantizar el acceso a servicios adecuados de cuidado y asistencia.

En el contexto de las elecciones de 2024, el CONAIPAM estableció un Convenio Interinstitucional con el Tribunal Supremo Electoral (TSE). Como parte de este acuerdo, se proporcionó capacitación técnica a todo el personal del TSE para ofrecer asistencia durante el día de las elecciones. El objetivo primordial fue asegurar que la población adulta mayor pudiera ejercer su derecho al voto en condiciones óptimas. Además, los miembros del CONAIPAM participaron como observadores electorales, contribuyendo así a garantizar este derecho fundamental para todas las personas adultas mayores.

En cuanto a las acciones realizadas para mejorar las oportunidades de desarrollo de las personas adultas mayores que viven en condición de pobreza y vulnerabilidad y que no cuentan con una pensión contributiva,  se implementa la Pensión al Adulto Mayor, con la cual, entre junio 2022 y mayo 2023,  se realizaron transferencias a 36,782 personas mayores de 70 años (19,213 mujeres y 17,569 hombres), residentes de 123 municipios, con una inversión de $13.3 millones, contribuyendo a su autonomía económica y para que puedan mantener un mejor consumo de bienes y servicios básicos.

Adicionalmente, El Salvador cuenta con Política Nacional de Corresponsabilidad de los Cuidados 2022-2030[footnoteRef:2], la cual tiene como propósito garantizar el derecho de las personas a recibir y brindar cuidados en condiciones de calidad, igualdad y no discriminación, promoviendo el desarrollo de su dignidad y autonomía que permita avanzar hacia la construcción del Sistema Integral de Cuidados en el país, con una población meta de servicios dirigida a niñas, niños y adolescentes de 8 a 18 años; personas adultas de 18 años en adelante con discapacidad o situación de dependencia; personas adultas mayores de 60 años en situación de dependencia y personas que brindan servicios de cuidados.  [2: Política Nacional de Cuidados 2022-2030  https://drive.google.com/file/d/15hpeS49-lQIwyro4-K8i0oc8B-B3hoHe/view?pli= ] 


Asimismo, en el marco de su compromiso con la inclusión y la igualdad de oportunidades, El Salvador también ha dirigido esfuerzos significativos hacia la protección y el apoyo de las personas con discapacidad. Reconociendo la importancia de garantizar su pleno acceso a la sociedad y sus derechos fundamentales, el país ha implementado una serie de medidas concretas para promover su inclusión y bienestar. 

En el ámbito laboral, El Salvador ha puesto en marcha el Programa de Inserción Laboral para Personas con Discapacidad, en colaboración estrecha con el Ministerio de Trabajo y Previsión Social, así como con el Instituto Salvadoreño de Rehabilitación Integral. Este programa tiene como objetivo principal asegurar un acceso equitativo a empleos de calidad para las personas con discapacidad, fomentando su autonomía económica e independencia. A través de esta iniciativa, se busca estimular la generación de oportunidades laborales tanto en el sector público como en el privado, contribuyendo así a la inclusión social y al desarrollo sostenible del país.

En el marco de protección social por parte del Gobierno, se incluye un componente de apoyo al ingreso el cual contempla la entrega de transferencia monetaria por salud a primera infancia, por educación personas adolescentes y juventudes y pensión básica universal no contributiva para personas adultas mayores y personas con discapacidad o dependencia.

· ¿Existen acuerdos institucionales que garanticen o faciliten la representación política efectiva de las personas pertenecientes a minorías?

En El Salvador, se han establecido acuerdos institucionales para garantizar la representación política efectiva de las personas pertenecientes a minorías. Uno de estos mecanismos es el Círculo Consultivo de Pueblos Indígenas, creado como parte del trabajo de la Dirección General de Multiculturalidad. Este círculo proporciona un espacio donde las comunidades y organizaciones indígenas están representadas y participan activamente en discusiones sobre temas que les conciernen, lo que les permite influir en las decisiones que afectan sus derechos y su bienestar.

Asimismo, El Salvador ha fortalecido su reconocimiento constitucional y su enfoque territorial para ampliar la base comunitaria y el autoreconocimiento de las organizaciones indígenas en el país, a través del Círculo Interinstitucional de Pueblos Indígenas y Afrodescendientes, los cuales fungen como espacios de coordinación y colaboración entre diversas instituciones públicas y organizaciones relacionadas con los pueblos indígenas y afrodescendientes. Estos círculos tienen como objetivo principal articular acciones, programas y proyectos que beneficien a estas poblaciones.

En materia de discapacidad, El Salvador cuenta con el Consejo Nacional para la Inclusión de las Personas con Discapacidad (CONAIPD), una entidad rectora encargada de coordinar, monitorear, vigilar y supervisar el cumplimiento de la normativa nacional e internacional para garantizar el pleno goce de los derechos de las personas con discapacidad en el país. Este consejo desempeña un papel fundamental en la promoción de políticas inclusivas y en la implementación de acciones concretas para garantizar la igualdad de oportunidades y la no discriminación hacia las personas con discapacidad.

Por otro lado, El Salvador ha establecido el Consejo Nacional Integral de la Persona Adulta Mayor (CONAIPAM) como una instancia dedicada a coordinar y promover políticas y programas destinados a mejorar la calidad de vida y promover la inclusión social de las personas adultas mayores en el país. Este consejo actúa como un ente rector en la materia, supervisando y siguiendo de cerca los centros de atención de personas adultas mayores, tanto públicos como privados, para garantizar que reciban un trato adecuado y se encuentren en condiciones dignas.

· ¿Existen barreras jurídicas, administrativas o de otro tipo que impidan a las personas pertenecientes a minorías participar efectivamente en la vida cultural, religiosa, social, económica o pública?

En el contexto de los pueblos indígenas y afrodescendientes en El Salvador, es fundamental reconocer y celebrar los avances significativos hacia la inclusión y el respeto a la diversidad cultural en el país. En primer lugar, es importante destacar que no existen acuerdos institucionales ni prácticas políticas que los excluyan de facto de la vida social, económica o pública. Por el contrario, se observa un compromiso claro por parte del gobierno y las instituciones pertinentes hacia la promoción de la igualdad de oportunidades y el reconocimiento de los derechos de estos grupos poblacionales.

La existencia de la Dirección General de Multiculturalidad dentro del Ministerio de Cultura es un ejemplo tangible de esta postura afirmativa. Esta entidad se dedica de manera específica a abordar los temas que afectan a los pueblos indígenas y afrodescendientes, lo que demuestra un enfoque proactivo y orientado hacia la diversidad cultural del país. A través de programas, políticas y acciones concretas, se busca fortalecer la identidad cultural y promover el desarrollo integral de estas comunidades.

Asimismo, es relevante subrayar que no existen barreras jurídicas, administrativas o de otro tipo que limiten la participación efectiva de las personas pertenecientes a estos grupos en la vida cotidiana. En El Salvador, la igualdad y la no discriminación se erigen como pilares fundamentales que guían la concepción de una sociedad inclusiva y equitativa. En este contexto, el artículo 3 de la Constitución de la República[footnoteRef:3] establece claramente que "Todas las personas son iguales ante la ley; no podrán establecerse restricciones en el ejercicio de los derechos civiles basadas en diferencias de nacionalidad, raza, sexo o religión". Este mandato constitucional subraya el compromiso del país con la protección de los derechos humanos universales y la promoción de la igualdad de trato para todos sus ciudadanos, independientemente de sus características personales o de su origen. [3:  Constitución de la República de El Salvador: efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https://www.asamblea.gob.sv/sites/default/files/documents/decretos/171117_072857074_archivo_documento_legislativo.pdf ] 


Además, es crucial destacar los esfuerzos que se realizan para garantizar la participación activa de los pueblos indígenas, la población afrodescendiente, las personas adultas mayores y las personas con discapacidad en la toma de decisiones que afectan directamente sus vidas. Se promueve activamente la realización de consultas previas, libres e informadas en asuntos relacionados con sus territorios, recursos naturales y derechos colectivos. Este enfoque subraya un genuino compromiso con el principio de autodeterminación y el respeto a su autonomía, reconociendo su capacidad para contribuir significativamente a la construcción de una sociedad más inclusiva y equitativa. En definitiva, estos esfuerzos reflejan un paso importante hacia un El Salvador donde se valora y respeta la diversidad cultural, y donde todos los grupos poblacionales tienen la oportunidad de participar plenamente en la toma de decisiones que afectan sus vidas.






					 Antiguo Cuscatlán, 09 de mayo del 2024
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